DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN DE LAS MUJERES CON DISCAPACIDAD VISUAL EN ELPERÚ
La situación de doble discriminación por razón de género y por poseer una deficiencia sensorial, física, mental o intelectual   que viven las mujeres y  niñas con discapacidad en el Perú; se agrava al no contar con una adecuada información estadística sobre la situación que vive este sector de la población.  
 La carencia de esta  información no permite que se pueda diseñar políticas públicas en beneficio de las niñas y mujeres con discapacidad y son las propias organizaciones, constituidas por mujeres con discapacidad, quienes realizan grandes esfuerzos para ser visibilizadas  a través de la  formulación de proyectos   con la finalidad de ayudar a  este colectivo para que obtengan las habilidades que les permita fortalecer su liderazgo. 

A  toda esta problemática ya existente, se agrega el hecho de que la discapacidad en el Perú tiene una mayor incidencia sobre todo en los sectores más pobres de la sociedad, siendo las niñas y mujeres la población en mayor situación de vulnerabilidad  de estos sectores. 
De esta afirmación, se puede inferir que existe una relación entre pobreza y discapacidad, y que las razones que  justifican esta relación son las siguientes: 
- El alto costo de los servicios de salud. Con frecuencia, las mujeres tienen menos acceso a los recursos económicos familiares para pagar la atención médica.

- El transporte inaccesible. La falta de accesibilidad en el transporte público hace prácticamente imposible que las mujeres con alguna discapacidad sean capaces de desplazarse a un centro de  salud de manera autónoma.

 - Los prejuicios e ideas erróneas sobre las mujeres. Las mujeres con discapacidad suelen tener menos opciones para trasladarse que los hombres, debido a los prejuicios sociales que indican que una mujer puede salir de casa únicamente acompañada. 
- La falta de acceso a la información y a los recursos. Se presume que la tasa de analfabetismo  en el sexo femenino y especialmente entre las personas mayores, es bastante alta, lo cual trae como consecuencia  la falta de conocimiento adecuado para poder tomar sus propias decisiones con respecto a su salud, sexualidad y vida reproductiva.

Este hecho, aunado a la carencia de protocolos de atención para las mujeres con discapacidad, revela que  en los servicios de salud no se cuenta con la adecuada información sobre cómo atender a una mujer con discapacidad cuando ellas acuden a un hospital o centro de salud.    
Por otro lado, aunque existen diferencias biológicas entre hombres y mujeres, como el hecho de que son las mujeres, y no los varones, quienes dan a luz, existen  ciertas distinciones que a diferencia de las naturales o biológicas, son convenciones sociales que se han construido en base a una categoría de género de distribución de roles y que determinan que en nuestra sociedad,  las mujeres sean vistas como las únicas responsables de criar a los hijos y de realizar  las labores domésticas del hogar.

 Esta diferencia social o de género constituye una gran limitación para las mujeres en el uso de su tiempo , especialmente Cuando comparamos el tiempo que los hombres y mujeres emplean para el desarrollo de trabajos remunerados y no remunerados, y nos damos cuenta de que mientras los hombres solo emplean un tercio de su tiempo en trabajos no remunerados,   las mujeres utilizan dos tercios de su tiempo en este tipo de trabajos, lo cual representa una gran desventaja porque restringe la autonomía de la mujer en la toma de decisiones con respecto al uso de los recursos económicos de la familia.

Si bien una gran parte de la población con discapacidad en el Perú está formada por mujeres, existe aún una mínima  representación de ellas, incluso en los propios movimientos asociativos de personas con discapacidad. Los puestos directivos ocupados por mujeres con discapacidad son todavía excepcionales y las propuestas que tratan de incluir la perspectiva de género, tienen una gran oposición por parte de  los hombres con discapacidad para su puesta en marcha.

Es pues, necesario diseñar y articular políticas públicas que prioricen las necesidades de las niñas y mujeres con discapacidad, y para ello la transversalización de los temas de género y discapacidad debe convertirse en una de nuestras principales exigencias tanto para  las organizaciones públicas y privadas, como para las organizaciones que trabajan los temas de Género y las organizaciones de y  para personas con discapacidad. 

 Por todo ello, se hace  indispensable contar con un marco normativo nacional que prohíba las prácticas discriminatorias contra niñas y mujeres, así como con instrumentos que materialicen la igualdad de oportunidades y que reduzcan brechas entre hombres y mujeres.

Dentro de los principales instrumentos del marco normativo internacional encontramos 2 documentos fundamentales para diseñar las directrices de un marco normativo nacional basado en los temas de género y discapacidad. El primero de ellos es la convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, aprobada el 18 de diciembre de 1979, la cual en su primer párrafo señala lo siguiente: “…Considerando que la carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor  de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, Considerando que la declaración universal de los derechos humanos reafirma el principio de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades proclamados en esa declaración sin distinción   alguna y, por ende, sin distinción de sexo…”.

  El segundo documento  al que haremos referencia es la Convención de los derechos de las personas con discapacidad, ratificada por el Perú en el año 2008, mediante la resolución legislativa 29127. Este tratado internacional aborda de manera integral diversos obstáculos que impiden que las personas con discapacidad  gocen de sus derechos humanos en igualdad con el resto de las personas. La Convención establece una igualdad sólida y garantías de no discriminación en todas las áreas de la vida. Además protege los derechos políticos, civiles, económicos, culturales y sociales de las personas con discapacidad.

En el Perú, la formación educativa de las niñas y mujeres con discapacidad es una necesidad imperiosa que debe ser cubierta para favorecer su plena inserción socio-laboral, ya que en la actualidad  contamos con un modelo de formación tradicional e  insuficiente que no satisface las necesidades específicas de este sector, por lo que debería proponerse una formación integral basada en valores de solidaridad y tolerancia incluyendo la perspectiva de género en la educación desde la infancia,  a fin de fundar las bases necesarias para la construcción de una sociedad abierta y plural.
Lamentablemente, debido a percepciones tradicionales del rol de la mujer, resulta todavía más difícil convencer a la sociedad e incluso a muchas familias que sus hijas con discapacidad deben recibir formación de la manera más normalizada posible. En muchas sociedades se entiende que la mujer no necesita formación, si a eso añadimos el que tenga una discapacidad, el estímulo que reciben por parte de su familia para que accedan al sistema educativo es prácticamente inexistente, especialmente en las zonas rurales de mayor pobreza. De esta manera, el índice de analfabetismo de las mujeres con discapacidad es superior al de los hombres con discapacidad. Porque se considera que ellas deberán ser asistidas por su familia.

 En los últimos años, de acuerdo a la ley general de educación, las políticas públicas  tienen como principal objetivo garantizar el acceso a los servicios educativos a los niños y niñas con discapacidad. Sin embargo, la realidad nos enfrenta a un panorama desalentador,  ya que las familias que deben matricular a  sus hijas con discapacidad en colegios de educación básica regular son rechazadas porque los directores de colegios informan que los docentes de su centro educativo no están preparados para atenderlas, opinan que los padres de los demás niños se van a  incomodar porque el maestro de aula va a descuidar a los estudiantes por emplear  su tiempo en atender a  una niña  con discapacidad, y si finalmente  los padres de esa niña logran que su hija sea recibida en un centro de educación básica regular se enfrentan al hecho de que su hija no cuenta con sus textos escolares en formatos accesibles, (sistema Braille y/o macrotipo), intérprete de lenguaje de señas, rampas, adaptaciones curriculares, docentes debidamente capacitados,  materiales adaptados, etc.

En cuanto al tema de la empleabilidad de las mujeres con discapacidad, resulta obvio, pues, que ante una carencia de formación y cualificación las mujeres con discapacidad tengan nulas o escasas posibilidades de percibir ingresos y mejorar su situación. Generalmente existe una baja expectativa de las posibilidades profesionales de una mujer con discapacidad. De las personas que trabajan, la mayoría lo hace en oficios mal remunerados y en situaciones de explotación, desarrollando trabajos de servicio, trabajos manuales, y  en minoría trabajos profesionales. 

Si bien es cierto los tratados internacionales amparan el derecho  de las mujeres con discapacidad a incorporarse en igualdad de condiciones al mercado laboral, el hecho de ser mujer y tener una discapacidad continúa siendo percibido como una situación de exclusión al estar aparentemente fuera del marco de lo que se considera productivo, eficaz y económicamente conveniente.
A esta situación,  se añade el hecho de la existencia de mitos o prejuicios sobre la existencia de “trabajos apropiados” o “más idóneos” para personas con discapacidad, tales como masajistas, teleoperadores, ascensoristas, etc., lo cual impide que las mujeres con discapacidad debidamente calificadas puedan aspirar a ocupar puestos que exigen un alto grado de responsabilidad
Y en los que puedan demostrar verdaderamente sus capacidades.

Asimismo, el ahorro de los costos de producción se ha convertido en la ley fundamental del nuevo mercado global, y cualquier incidencia que afecte a la rentabilidad es eliminada. Por esta razón en muchos casos no se le permite a las mujeres con discapacidad postular a  un concurso para cubrir un puesto de trabajo, ya que se incurre en las ideas erróneas de que las mujeres con discapacidad van a tener problemas constantes de salud y circunstancias que las obliguen a pedir reiterados permisos o a llegar tarde a su centro laboral.

 Es por ello indispensable adoptar medidas que frenen esta tendencia, promoviendo la igualdad de oportunidades y el efectivo cumplimiento de las obligaciones internacionales en salvaguarda de la dignidad en el trabajo.

Por otro lado, en lo que respecta a los temas de sexualidad y salud reproductiva, es indispensable la creación de servicios de información y orientación para abordar el tema de la sexualidad, la vida en pareja y la maternidad en la discapacidad de forma natural y sin tabúes. Permitiendo que las mujeres con discapacidad decidan con plena libertad si desean o  no ser madres, estando plenamente conscientes de las responsabilidades que ello implica y contando con la información sobre  si su discapacidad es o  no hereditaria.
En lo que respecta a  la lucha contra la violencia que experimentan las mujeres en todas sus facetas, institucional, social, familiar, laboral,  es necesario establecer los mecanismos necesarios que permitan lograr la reivindicación constante de este grupo social. Este problema, casi inherente a todas las mujeres, ofrece especiales peculiaridades en el caso de niñas y mujeres con discapacidad. Estas peculiaridades exigen la adopción de actuaciones diferenciadas de las ya encaminadas a prevenir la violencia hacia las mujeres en general.
Un elemento clave para la comprensión del fenómeno de la violencia ejercida contra mujeres con discapacidad es la construcción de su imagen ante los ojos de la sociedad y los suyos propios. Las mujeres con discapacidad cresen maximizando sus limitaciones, desvalorizando ellas mismas  sus propias capacidades y negándose ellas el derecho o  la oportunidad de enfrentar los retos de asumir una vida independiente.

Cuando hablamos de mujeres con discapacidad, nos referimos a los distintos roles que ocupan a lo largo de su vida como esposas, novias, hijas, hermanas o madres, lo cual implica que se encuentran   expuestas a experimentar la violencia en todas sus formas. Sin embargo, existen factores determinantes que hacen que como mujeres con discapacidad, podamos ser objeto de violencia en mayor medida que el resto de las mujeres sin discapacidad. Convirtiéndonos en personas en situación de vulnerabilidad.
Otro aspecto que resulta relevante en el aspecto relacionado con la violencia, está conformado por las dificultades que  enfrentan las mujeres con discapacidad para acceder a la justicia. Nuestro sistema judicial no ha tomado en cuenta las necesidades de las mujeres con discapacidad para que ellas mismas puedan conocer sus derechos y formular sus denuncias gozando de todas las condiciones de accesibilidad necesarias para ello como la presencia de intérpretes de lenguaje de señas, instalaciones accesibles e Información en diferentes tipos de formatos.

Todos los aspectos, arriba indicados, son evidencias de que las mujeres con discapacidad se enfrentan a una doble discriminación y a múltiples barreras que dificultan la consecución de objetivos de vida considerados como esenciales. Mayores carencias educativas, escaso o nulo acceso a programas y servicios de salud dirigidos a mujeres, así como un mayor riesgo de padecer abuso sexual y físico son algunos de los rasgos sociales que rodean a la mujer con discapacidad.
Esta situación es el agravamiento de una discriminación secular de la mujer en general, mucho más severa y más difícil de combatir, que afecta a aspectos como la educación, el empleo, el matrimonio, la familia, el estatus económico, la rehabilitación, el acceso a la información, etc.
Además, existen muchas mujeres con discapacidad que se ven privadas de sus derechos como ciudadanas, ya que en algunas ocasiones no cuentan con su partida de nacimiento o el documento nacional de identidad. Otras, que sí cuentan con este último, descubren que su firma no se encuentra consignada en dicho documento, lo cual las limita para suscribir contratos, acceder a créditos o abrir cuentas bancarias.  

Ante este panorama, resulta indispensable contar con un registro nacional de mujeres con discapacidad que  nos pueda brindar una cifra aproximada de cuantas somos, de que edades, la situación económica de las familias de mujeres y  niñas con discapacidad, el grado de instrucción promedio en las mujeres con discapacidad, cual es el acceso a  los servicios de salud y  cuanta información reciben ellas al ser atendidas en estos centros, cuál es el promedio de mujeres con discapacidad que estando en edades productivas se encuentran insertadas en el mercado laboral peruano y  en qué condiciones, y  cómo se está  desarrollando la inclusión educativa en nuestro país para que las niñas y  jóvenes con discapacidad se preparen para que en un futuro sean personas capaces de ingresar a un  mercado laboral cada vez más competitivo. 

Las mujeres con discapacidad del Perú esperamos un futuro no lejano, en el que la sociedad no nos imponga  límites por el género o la condición de discapacidad.
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